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LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA: 

UN EJEMPLO DE ESPACIO POLÍTICO-JURÍDICO 

René Ortiz Caballero* 

El Derecho no es una 'cosa' sino un 'espacio' 
donde suceden cosas . FERNANDO DE TRAZEGNIES 

Más allá de la consabida estructura dé normas e instituciones con 
poder coercitivo, al Derecho difícilmente se le atribuye otra apariencia. A 
veces, se le suele adscribir elementos de naturaleza política, económica o, 
genéricamente, cultural; sin embargo, es difícil imaginar o concebir un 
"espacio jurídico" sí no es con relación a esas normas e instituciones y a 
las cosas materiales que les sirven de objetos. Así, por ejemplo, un predio, 
ubicable por sus linderos, es la circunstancia material de la que se permite 
predicar el derecho de propiedad, regulado en el Código Civil; también el 
territorio , delimitado por sus fronteras, es el objeto tangible sobre el cual 
ejerce soberanía el Estado, de acuerdo con el art. 54º de la Constitución 
Política del Perú. En ambos casos, existe un espacio, un lugar, sobre el que 
ciertos sujetos -el ciudadano o el Estado- realizan legítimamente de­
terminadas acciones posesorias; por ejemplo, construir una casa o una 
carretera, respectivamente, de modo que podamos afirmar: ¡ejercen su 
derecho! 

Lo expuesto, sin embargo, no es sino una imagen pálida e incompleta 
de lo que significa un espacio jurídico y por ello, nos permitimos proponer 
el tema de la autonomía uníversítaría como un tópico ídópeo para el 
propósito anunciado en la convocatoria al coloquio y que corresponde con 
la cita que encabeza y da sentido a nuestra ponencia. 

* Doctor en Derecho. Profesor de la Facultad de Derecho, PUCP. 
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Aspecto polítíco de la uníversídad 

Para hablar de la autonomía universitaria, es preciso reconocer antes 
la naturaleza política de la universidad en cuanto institución generadora y 
transmisora del saber. Desde sus orígenes occidentales, por lo menos, la 
universidad, y también la sociedad civil y el poder político son conscientes 
de que el conocimiento y su desarrollo implican el ejercicio de una dosis 
importante de poder en el contexto social: 

Sólo puede haber ciertos tipos de sujetos de conocimiento, órdenes de 
verdad, dominios de saber, a partir de condiciones políticas, que son 
como el suelo en que se forman el sujeto, los dominios de saber y las 
relaciones con la verdad 1. 

Como administradora del conocimiento sobre su zona de influencia, 
la universidad se sabe dueña de un cierto espacio de libertad, donde se 
ponen en juego una serie de relaciones que no son ajenas al poder político 
- y la historia universitaria peruana no es una excepción-. La universidad 
viv~. pues, comprometida con su entorno. En palabras de Marcos Kaplan: 

la Universidad no deja de ser parte del proceso ·de reproduccíón y 

cambíos socíales, y operar como instrumento de selecdón y dístríbucíón 
de estudiantes, profesores e investigadores y de los lineamientos con­
tenidos en sus actividades. La Universidad organiza los controles del 
saber, en cuanto a la producción, contenido, distribución y uso. Realiza 
una "indexación" de la legitimidad del conocimiento y de sus produc­
tores2. 

Y este ejercicio político inherente al ser de la universidad no se 
circunscribe a lo meramente académico, según prosigue el Dr. Kaplan: 

Todo ello implica una jerarquízacíón de poderes, universitarios pero 
también extra-universitarios. La Universidad tiene así un papel crucial 
en la co-producción y en la co-reproducción de jerarquías cognoscítívas 
y socíales; en la estratificación de la sociedad, de la cultura y el poder3. 

t Sobre la relación entre conocimiento y poder apelamos a Míchel FOUCAULT, La 
verdad y las formas jurídicas, México D.F.: Gedísa, 1983. La cita en la p. 32. 

2 KAPLAN, Marcos, La educación superior mexicana y los retos del siglo XXI. México 
D.F.: ANUIES, 1989, p. 43. 

3 Loe. cit. 
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Una primera manifestación jurídica de este rol político que no debe­
mos pasar por alto es el carácter público de la universidad y la naturaleza 
también pública de la función encomendada a ella. 

Según la doctrina jurídica, frases como "servicio público" o "función 
pública" no tienen más de un siglo y medio de antigüedad debido a que 
debieron esperar primero la consolidación de los Estados-naciones, con­
juntamente con el auge del liberalismo, para, luego, tomar conciencia de 
la necesidad de compatibilizar los intereses individuales con los intereses 
públicos4

. Gracias a los Estados nacionales, los súbditos del Antiguo Régi­
men son elevados a la dignidad de ciudadanos, es decir, sujetos a quienes 
se les reconoce una esfera individual y social de derechos públicos subje­
tivos5. Es esta esfera social y sus distintas facetas la que ha llevado a 
concebir el servicio público de maneras también muy diferentes: 

Para unos, "servicio" era una organización de medíos; para otros, una 
actividad o función. El término "público", según las diversas tendencias 
doctrinales, correspondía a la condición del sujeto titular de servicio 
(persona pública); a la naturaleza de las facultades jurídicas empleadas 
para su funcionamiento (poder público); al fin al que se dirigía el ser­
vicio (fin público o una especie de fin público); al régimen jurídico al 
que estaba sometido (régimen jurídico-público; e incluso a los destina­
tarios del mismo (el públíco)6

. 

Al margen, por ahora, de las discusiones jurídicas tendientes a deter­
minar cuándo una institución tiene carácter público o no, queremos dejar 
sentado que cada uno de los criterios citados en la nota han aportado en 
favor del carácter público de la institución universitaria: Su personalidad 
jurídica ha sido definida en la ley, se le han dado poderes públicos como 
el de otorgar títulos profesionales a nombre de la Nación, se ha estimado 
la educación superior como un fin público de la más alta importancia para 

4 Sobre este particular y abundante bibliografía en: Rogelio LLERENA, Universidad y 
estudiante. Naturaleza jurídica de la reladón estudiantil. Hada un Derecho Universitario. 
Lima: Pontificia Universidad Católica del Perú, Fondo Editorial, 1976, p. 128. 

5 COSCULLUELA MONTANER, Luis, Manual de Derecho Administrativo. Madrid: 
CIVITAS, 1993, tomo I, p. 31. 

6 BOQUERA OLNER, José María, Derecho Admínístratívo. Madrid: CMTAS, 1992, vol. 
I, p. 273. 
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el desarroIIo del país y se le ha dado muchas veces un régimen jurídico 
especial, difícilmente asemejable a una institución privada. En suma, dis­
tinguiendo en el Derecho Administrativo entre administraciones territoriales 
e institucionales, la universidad resulta siendo una administración institu­
cional que, por voluntad legislativa, no permanece vinculada a la adminis­
tración del Estado 7 • 

Conscientes de esta naturaleza pública, la universidad occidental y el 
Estado han recorrido una misma historia, definiendo roles y competencias 
con resultados diversos. Es de notar, en este sentido, que los distintos 
modelos universitarios que conoce la historia occidental son, por encima 
de los principios educativos que los inspiran, una prueba de esta natura­
leza política y de los distintos efectos que tiene en el todo social8 . Así, pues, 
qué pueda o qué deba hacer la universidad, cuáles sean sus límites, y cuál 
su misión en el marco de una sociedad organizada políticamente, son 
algunas de las interrogantes que el legislador o, inclusive, el constituyente 
han resuelto con el auxilio de los universitarios las menos de las veces y 
a espaldas de ellos las más. Y todo esto ha derivado finalmente en un 
concepto que, para la razón práctica, se ha vuelto un principio de acción: 
la AUTONOMÍA UNIVERSITARIA9. 

La autonomía universitaria es, pues, por naturaleza un tópico político 
y como tal una faceta ineludible en cualquier intento de descripción de la 
institución universitaria; adicionalmente, resulta indispensable si reparamos 
en que la personalidad jurídica de la universidad privada es de naturaleza 
incierta: no es un órgano del Estado ni tampoco una asociación civil u otra 
forma de entidad privada sin fin de lucro; además, quizás su autonomía 
nos recuerde a una institución medieval y esto no es arbitrario pues es uno 
de \ los establecimientos medievales que ha perdurado con más éxito en 

7 BOQUERA OLIVER, José María, op. dt., p. 409. 

8 Un breve estudio de las experiencias inglesa, franc~sa, alemana y norteamericana, 
en esta perspectiva, en la obra citada de Marcos KAPLAN, La educacíón superior mexícana 
y los retos del siglo XXI, pp. 15-24. 

9 Sobre la autonomía universitaria y su regulación en América Latina no existen 
estudios recientes. En . su defecto, véase: GARCÍA LAGUARDIA, Jorge Mario, Legísladón 
universitaria de América Latina, México D.F.: UNAM, 1973; y, del mismo autor, La autonomía 
universitaria en América Latina. Mito y realidad., México D.F.: UNAM, 1977. 
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Occidente 10
. Sin embargo, la universidad contemporánea no reproduce 

simplemente un estilo medieval sino que ha evolucionado j.urídicamente 
hasta insertarse en el mundo moderno a través de la esfera pública del 
Derecho Administrativo, según veremos más adelante. 

De camíno a la deflnícíón de la autonomía uníversítaría 

Sobre la autonomía universitaria no existen, curiosamente, varios 
pareceres sino un problema común de indefinición que ha motivado más 
de un despropósito -por ejemplo, la extraterritorialidad- pero también, 
afortunadamente, a varias reuniones internacionales de universitarios, pre­
ocupados por su fundamentación o extensión si bien con éxito diverso. 

A manera de ejemplo, hace 60 años el Dr. Manuel Gómez Morín, 
entonces Rector de la Universidad Nacional Autónoma de México 11 , expu­
so, en un momento difícil para la universidad mexicana, sobre la misión 
social de la universidad y sobre la necesidad de ser autónomos para poder 
hacer docencia, investigación y trabajo crítico plenamente, pero no definió 
explícitamente la autonomía aunque sí nos proporcionó sus rasgos funda­
mentales. Igual esfuerzo detectamos en las conclusiones de la Cuarta 
Conferencia General de la Asociación Internacional de Universidades (Tokyo; 
1965)12 , donde se aprobó una recomendación en cinco puntos que des­
criben lo que importa la autonomía universitaria sin pretender con ello, ni 
ser en estricto, una definición. Entre los pocos que definen la autonomía 

. universitaria, encontramos . a dos autores latinoamericanos que coincidie-

10 Jamil SALMI, citando a Clark KERR. refiere: 

Aproximadamente unas ochenta y cinco instituciones establecidas en el Mundo 
Occident~I hacía mil quinientos veinte, existen aún hoy con formas reconocibles, 
con funciones similares e historias ininterrumpidas, incluyendo la Iglesia Católica, los 
Parlamentos de Irlanda y de Gran Bretaña, algunos cantones suizos, y setenta 
universidades (Reformas en educación superior: Experiencias internacionales. Lima, 
Pontificia Universidad Católica del Perú, 1994, p. 7. [Cuadernos de la Facultad de 
Letras y Ciencias Humanas, Nº 11]). 

11 "La Universidad de México. Su función social y la razón de ser de su autonomía". 
En GÓMFZ MORÓN, Manuel, 1915 y otros ensayos. México D.F.: Ed. Jus, 1973, pp. 87-
128. Véase una reproducción parc!al del texto en PINTO MAZAL, Jorge, La autonomía 
universitaria, México D.F.: UNAM, 1974. 

12 Una síntesis en GARCÍA LAGUARDIA, Jorge Mario, Legísladón uníversítaria de América 
Latina, p. 177. 
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ron en concebirla como "la capacidad de la Universidad" de darse su 
propia legislación, de gobernarse, de planificar su actividad académica, 
etcétera 13

. En el Perú, por nuestra parte, el estado de la cuestión es seme­
jante. Rogelio LLERENA14 se pronuncia pero para definir la autononúa en 
general y no la universitaria pues respecto de eIIa no encontramos sino 
referencias como la de su vinculación con el carácter universalista del 
quehacer universitario: 

La autonomía universitaria [ ... ] ha significado el reconocimiento de un 
medio ambiental de libertad, indispensable a una visión integral de la 
vida y del conocimiento, no limitada por particularismos e intereses 
parcelarios.15 

Examinadas las definiciones glosadas, debemos cuestionar no los 
referentes específicos -contenidos- sobre los cuales la mayoría de los 
universitarios coincidimos y que dan sentido a la autonomía universitaria 
sino d referente general que da píe a la supuesta definición. La autonomía, 
como la libertad, no es definible en estricto 16 ni mucho menos es una 
capacidad, posibilidad, habilitación o facultad. Forzando un intento de 
definición, puede afirmarse que es un estado o situación de independencia 
a partir del cual las capacidades o habilitaciones son susceptibles de ser 
pensadas y, sobre todo, realizadas. Nótese que todas las potencialidades 
son posibles gracias a la libertad pero no forman parte de eIIa, ni siquiera 
es posible lógicamente establecer una relación de causalidad entre la auto­
nonúa y los poderes que conforman la capacidad; de allí que carezca en 
estricto de definición y que cada entidad pueda reconocer para sí diferentes 
grados, formas, especies o matices de autononúa, sin que eIIo desna­
turalice la misma autononúa. 

Por lo expuesto, la primera precisión que conviene hacer respecto de 
la autonomía universitaria es su correspondencía con el sentído general del 

13 GARCÍA l.AGUARDIA, Jorge Mario, Legislacíón universitaria de América Latina, p. 
175, y La autonomía universitaria en América Latina. Mito y realidad, p. 23. También, 
PINTO MAZAL, Jorge, La autonomía universitaria, p. 7. 

r4 Op. dt., p. 182. 

1s !bid., p . 180. 

16 MAC GREGOR, S.]., Felipe E., Socíedad, ley y universidad peruana. 2a. ed. corr. y 
aum. Lima: Pontificia Universidad Católica del Perú, Fondo Editorial, 1988, p. 164. 
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término autonomía, "introducido por Kant para designar la independencia 
de la voluntad de todo deseo u objeto de deseo y su capacidad de deter­
minarse conforme-a una ley propia, que es la de la razón" 17. Atendíendo 
a esta suerte de definición, la autonomía no es un conjunto determinado 
o determinable de potestades o capacidades; en consecuencia, la arraigada 
definición jurídica de autonomía como "potestad de darse sus propias 
normas", debe mantenerse en suspenso, por lo menos, en cuanto concier­
ne a nuestro marco teórico pues ella no responde realmente al sentido 
general de la palabra aunque sí es una posibilidad gracias precisamente a 
ella. 

En segundo lugar, la autonomía, como manifestación especial de la 
libertad, sólo puede ser referida o predicada en un contexto determinado 
y en relación a un fin previsto. Esto es así debido a que la libertad por sí 
misma no tiene contenido o materia - carece de definición, según lo vísto­
y sólo es posible reconocerla en ciertos seres -los humanos entre otros­
cuando ejercitan su voluntad independientemente, en aparente descarte de 
todas aquellas influencias o accidentes que su entorno pone a su alrede­
dor, y cuya detección paradójicamente sólo puede hacerse resaltando sus 
fronteras, esto es, los espacios de forzosidad o de obligatoriedad, moral o 
legal, que con sus silencios o "permisividades" describen los tiempos y 
espacios propicios para un actuar autónomo. Nótese que inclusive esta 
metáfora de los espacios peca de limitada por estática porque la libertad 
implica inmediatamente habilitación, facultad o poder, pero sobre todo se 
manifiesta en el hacer o actuar, incluyendo el omisivo, "visibles" sólo a 
cada instante, es decir, temporalmente. 

En tercer lugar, conviene recordar que sí bien la universidad occidental 
ha luchado por su índepe!ldencia institucional desde sus orígenes medie­
vales, el término "autonomía" aparece en nuestro idioma recién el siglo 
XVIIP 8 , luego de que Inmanuel Kant le diera contenido principalmente en 
su trabajo titulado Introducción a la Metafísica de las Costumbres. Hasta 

17 ABBAGNANO, Nícola, Diccionario de filosoffa. 2a. ed. rev. y aum. México D.F.: 
F.C.E., 1974, p. 126. 

18 Es oportuno recordar que la voz "autonomía" y sus derivados no fueron recogidos 
por et afamado Diccionario de autoridades, de 1726. Cf. Real Academia Española, Diccionario 
de autoridades. 3a. reímp. de la la. ed. Madrid: Gredos, 1976. 
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ames del siglo indicado, los universitarios recurrieron a otra figura jurídica, 
,e1 fuero uníversítarío19

, para cautelar ese espacio que hoy llamamos auto­
nomía, pero hubo de desaparecer conjuntamente con los demás elemen­
tos y privilegios feudales conforme fueron surgiendo y asentándose los 
Estados nacionales en Europa occidental. 

Estamos, pues, ante un término tributario de la ideología liberal, 
imperante en los tiempos modernos. Según el pensamiento de la época y 
la obra kantiana, que quizás simplifiquemos con exceso, se tiene que 
todas las personas, como seres racionales, realizan actos voluntarios y 
todo acto de voluntad requiere de una ley o imperativo ante la razón para 
su existencia, pudiendo ser autónoma o heterónoma dicha ley, según sea 
el propio ser actuante un legislador de sí mismo o provenga la ley de una 
fuente legislativa ajena al actor. Este carácter de "legislador de sí mismo" 
- paso indispensable pero no suficiente para entender cómo los seres ra­
cionales pueden ser radicalmente libres- es el que se popularizó extendién­
dose a muchos otros ámbitos como el jurídico. 

En cuarto lugar y como consecuencia de la difusión anotada, la acep­
ción kantiana de autonomía ha sido proyectada del ámbíto de la moralidad 
-humana e individualmente humana por naturaleza- al de las instítucíones 
y al de las relaciones interinstitucíonales, de suerte que se entienda por 
"autonomía", la capacidad de darse a sí mismo la legislación que le regule, 
con mayor o menor independencia de otros poderes superiores, como el 
Estado, por ejemplo; en otras palabras, es así como se llega al significado 
hoy .reconocido usualmente y que descubriéramos inicialmente. 

Hacía una definición espacial de la autonomía uníversítaría 

Delimitado contextualmente el término autonomía, corresponde ahora 
hacer lo propio con la frase autonomía universítaria. En expresión unánime 
de los autores, la autonomía universitaria surge del ser y la función social 
de la Universidad20

, por un lado, y de las complejas relaciones que ha 

19 Cf. La voz "fuero académico o universitario" en Guillermo CABANELl.AS, Dícdonario 
de Derecho Usual. Buenos Aíres: Arayú, 1953, tomo II, p. 231. 

20 Sobre este aspecto remitimos al lector al trabajo del Dr. Manuel GÓMEZ MORÓN, 
op. cít., por tratarse del testimonio más antiguo, extenso y rico en detalles sobre el tema. 
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tenido la Universidad con el poder político21
, por el otro, reconocido que 

fuera desde antiguo el poder ejercido en la sociedad por los gestores de 
la ciencia, la cultura y la educación22

. 

En consonancia con lo anterior, la autonomía es, en primer término, 
un requisito indispensable en el quehacer universitario porque el fruto 
principal de la tarea universitaria, el conocimiento, es siempre inacabado 
y perf ectíble y esto sólo es percibíble cuando permitimos que la crítica se 
ejerza sin respiro y limitada únicamente por los linderos que nos impone 
la razón o la evidencia. Este rasgo era destacado por el Dr. Gómez Morín, 
al establecer la díf eren cía básica existente entre la tarea universitaria y otros 
quehaceres sociales: 

Y como la Universidad n0· está er.icargada de construir, de curar, de 
elaborar productos, de crear instituciones. O · regµladones económicas, 
fines para los cuales sí necesitaría aceptar tesfs: exdusiwis, sino· que 
está destinada a investigar, a estudiar, a criticar, necesariam:ente debe. 
proclamar como base de su trabajo, la perfectibilidad del conocimiento 
y la necesidad ineludible de la rectificación. 23 

Esa rectificación sólo será posible sí se deja libertad para la crítica, el 
estudio y la investigación, por encima de los intereses políticos, econónú­
cos o genéricamente ideológicos, los cuales requieren de tesis exclusivas 
para sus propósitos. 

Es oportuno destacar que la autonomía universitaria, como la libertad 
en general, no es simplemente proclamada sino que se la circunscribe a 
un fin y a una función social específicas. Como diría años atrás el catedrá­
tico español Tomás-Ramón Fernández: "La autonomía de la Universidad 
es, pues, autonomía para la ciencia y no para otra cosa"24

. 

21 Una visión panorámica del cariz político que tiene la autonomía universitaria en 
América Latina en GARCÍA LAGUARDIA, Jorge Mario, La autonomía universitaria en América 
Latina. Mito y realidad. 

22 Baste recordar a este respecto la opinión que tenía Thomas Hobbes, filósofo liberal 
inglés del s. XVII, sobre la necesidad de someter el saber al poder político, a fin de evitar 
cualquier mengua al poder del soberano. Cfr. Leviathan, o la materia, forma y poder de una 
república eclesiástica y civil. 

23 GÓMEZ MORÓN, Manuel, op. dt., p. 95. 

24 La autonomía uníversítaria: ámbito y límítes. Madrid: Cívitas, 1982, p. 50. 
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Sín embargo, sobre el tema de los fines es menester extendernos 
porque es por causa de eIIos que surgen las díscrepancías entre los uni­
versítarios, movídos las más de las veces por razones ajenas al quehacer 
académíco. Ante todo y para sítuar lo dícho en el contexto latínoameríca­
no, debemos recordar que sí bien los princípales ataques a la autonomía 
universítaria han provenído de los "gobiernos conservadores de varíados 
matíces" y de los grandes grupos económicos, como consecuencía del 
peligro que corrían los intereses por ellos creados ante la amenaza que 
representaba la concíencía crítíca de las uníversidades25

, también los repa­
ros han nacído de sectores y gobiernos latinoamerícanos progresistas, 
quienes detectaron focos conservadores y tradicíonalístas eri las universi­
dades buscando proteccíón tras la autonomía uníversítaría26

. 

En el Perú, la cuestión de los fines tampoco está resuelta, aunque sí 
se la reconoce como ineludible. Llerena27

, en este sentido, nos ofrece una 
síntesís de los díferentes fines universitarios registrados en la historía oc­
cídental recíente, pero no opta ni postula un fin en partícular porque ve la 
cuestíón como algo más complejo expresable en la "idea directriz de la 
empresa universitaria "28

• 

El padre Felipe Mac Gregor, S.]. 29
, por su parte, sitúa el problema de 

los fines en términos del sentido último de las relacíones de la Universidad 
con la visión del mundo y, superando nocíones desarroilístas, resuelve la 
cuestión con la siguíente pregunta y respuesta: 

¿Existe la Universidad para hacer mejores científicos, tecnólogos o 
para hacer mejores hombres que sean científicos, tecnólogos o tec­
nócratas? 

Idealmente la respuesta es clara: todos afirmamos que la Univer­
sidad es para formar a los hombres; pero los universitarios ven que la 
realización del fin o los fines de la Universidad están comprometidos 

25 GARCÍA lAGUARDIA, Jorge Mario, La autonomía universitaria en América Latina. 
Mito y realidad, p. 27. 

26 !bid., pp. 30 y 31. 

27 LLERENA QUEVEDO,]. Rogelio, op. cit., p. 93. 

28 Loe. cit. 

29 Rector de la Pontificia Universidad Católica del Perú, 1963-1977. 
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seriamente porque sus propios dirigentes no conocen toda la dimen­
sión de la tarea universitaria, o porque el sistema de organización no 
corresponde a la tarea propia de la Universidad o porque la economía 
de la Universidad está copiada de la empresa productora o de un 
servicio estatal3°. 

En suma, es evident~ la vinculación entre el tema de la autonomía y 
el de los fines universitarios, de modo que no quepa hablar del primero 
sin referírlo al segundo; sin embargo, también es patente su carácter pro­
blemático y la distancia que hay que poner entre ambos. Nótese a este 
respecto que enseñar e investigar no son, pues, fines propiamente sino 
funciones universitarias; recuérdese que "fin" indica término, consecución 
perfecta, cumplimiento o finalidad, es decir, todo aquello que se obtiene 
o se espera obtener luego de realizar una serie de actos pensados y 
dispuestos para tal logro. La enseñanza y la investigación son precisamen­
te las actividades que debe llevar adelante la universidad para alcanzar su 
finalidad pero antes, quizás, para ser universidad. Enseñar e investigar no 
son fines sino "funciones", es decir, operaciones propias de la institución, 
lo que la universidad está, o debe estar, en capacidad de hacer mejor que 
las demás entidades31 . 

Lorenzo Zolezzi y Enrique Bernales32, al tratar nuestro tema en el 
contexto latinoamericano de los años setenta, sí percibieron la distinción 
entre fin y función y por ello agregaron que a través de esas funciones la 
Universidad establecía sus relaciones con la sociedad y con el Estado, 
siendo en este cuadro de relaciones que debía enmarcarse la cuestión de 
la autonomía universitaria. Desde allí, los indicados autores reconocen que 
la autonomía fue un elemento necesario al asumírsele como garantía para 
la realización del proyecto de reforma universitaria de 1919, y esto fue 
positivo en tanto y en cuanto coadyuvara a abrir y democratizar la univer­
sidad33. 

30 MAC GREGOR SJ., Felipe E., op. cít., p. 161. 

31 Sobre los términos "fin" y "función", véase ABBAGNANO, Nícola, op. cít., pp. 550 
y 568. 

32 ZOLEZZI, Lorenzo y Enrique BERNALES, "Significado histórico de la autonomía 
universitaria en el Perú". En La autonomía uníversítaría en América Latina. México D.F.: 
UNAM, 1979, vol. II, p. 443. 

33 Ibid., p. 447. 
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El problema que advertimos en la ponencia de Zolezzi y Bernales, 
empero, reside en que se acentúa demasiado el carácter político de la 
autonomía universitaria y, por ende, se la relativiza en claro perjuicio de 
una posible noción jurídica mínima de la autonomía universitaria. En efec­
to, la autonomía cobra valor e importancia cuando aparece como garante 
del citado modelo de reforma universitaria y debido a las circunstancias 
políticas conservadoras que tuvo que enfrentarse en aquel entonces. Al 
parecer, sí la autonomía no se opusiera a ese contexto político carecería de 
sentido. Sin embargo, debe destacarse que precisamente se apeló a la 
autonomía para preservar el clima de libertad que requiere la universidad 
para realizar sus funciones y para ejercer ese papel crítico, que también le 
asigna la sociedad occidental contemporánea. En aquel tiempo, fueron 
enemigos de la misión universitaria tanto el Estado oligárquico como la 
esclerosis académica de muchos catedráticos afincados en el claustro 
universitario, mas no son ellos los únicos enemigos del quehacer univer­
sitario. 

Pensar la autonomía únicamente como garantía, por otro lado, impli­
caría desconocer el significado que alcanzáramos líneas arriba sobre la 
libertad. Esta, como tal, no garantiza en absoluto, simplemente posibílíta 
o abre la puerta a la explicitación de potencialidades. 

Nuestro concepto de autonomía universitaria parte por reconocer que 
es inherente a la institución universitaria, pero no por una coyuntura po­
lítica sino por los fines que hoy se consideran esenciales en ella tal y como 
la concebimos occidentalmente. En este sentido, debemos tener presente, 
ante cualquier intento de aproximación conceptual al tema nuestro, la 
prevención que hace Tomás-Ramón Fernández: 

La autonomía existe y se reconoce a una institución determinada 
en la medida misma en que existe en su seno una necesidad particular 
que sólo de ese modo puede ser adecuadamente satisfecha y ha de ser 
tan amplía como sea preciso para alcanzar ese objetivo. Nunca menos, 
pero nunca más tampoco, porque más allá de esa concreta necesidad, 
de ese específico interés que le da sentido y la sostiene carece de 
justificación34

. 

34 . C!P· dt., p. 36. 
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Para qué enseñar e investigar es ciertamente una cuestión ardua y 
que compete resolver a cada universidad, a riesgo de arrostrar un nuevo 
peligro a la autonomía universitaria. En el Perú esto ha tenido respuestas 
varias, más bien disparejas; sin embargo, todas ellas han tenido un límite 
formal al menos y éste h~ estado constituido por el marco constitucional 
y por el marco legal: los linderos de ese espacio llamado "autonomía 
universitaria". Examinarlos sucintamente, permitirá concretar el modo par­
ticular como se ha ejercido y se ejerce la autonomía universitaria en el 
Perú. 

Marco constítucíonal y legal de la autonomía uníversítaría en el Perú 

Los antecedentes constitucionales de la autonomía universitaria en el 
Perú se remontan a la carta política de 1979, pues la inmediata anterior, 
de 1933, sólo contenía una mención a la libertad de cátedra y otra a la 
dirímencia de asuntos administrativos universitarios. En la aludida carta de 
1979, la presencia de la autonomía universitaria no tuvo carácter fundante 
sino de reconocimiento y de consagración jurídica, pues ya había ganado 
espacio en la legislación desde varias décadas atrás, como consecuencia 
del consenso que finalmente se generaría, en torno de ella, entre la colec­
tividad -la universitaria, en particular- y el poder político luego de años de 
luchas, logros y retrocesos. 

En el novísimo texto constitucional peruano de 1993 se dedica al 
tema universitario tres artículos; en el segundo de ellos, el artículo 18º, se 
prescribe los fines de la educación universitaria y el modo en que son 
promovidas las universidades; en~eguida, las define y agrega que cada 
institución universitaria goza de autonomía en las distintas facetas que el 
concepto involucra, pero agrega que se rigen por sus estatutos dentro del 
marco constitucional y legal35. 

35 El artículo 18º de la Constitución Política del Perú, dada en 1993, tiene el tenor 
siguiente: 

Artículo 18º.- La educación universitaria tiene como fines la formación profesional, 
la difusión cultural, la creación intelectual y artística y la investigación científica y tecnológica. 
El estado garantiza la libertad de cátedra y rechaza la intolerancia. 

Las universidades son promovidas por entidades privadas o públicas. La ley ftja las 
condiciones para autorizar su funcionamiento. 
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Está previsto en los medíos legislativos que el citado texto constitucio­
nal sea objeto de reglamentación legal, con vistas a la sustitución de la 
actual ley uníversítaría, vigente desde diciembre de 1983, pero ello no se 
ha producido todavía por lo que debemos circunscribir la autonomía uni­
versitaria a lo previsto en la Ley Universitaria de 1983, Ley Nº 23733. 
Conforme a ésta, la autonomía universitaria resulta inherente a la defini­
ción legal de universidad prevista en el artículo 1 º de la Ley: 

Las Universidades están integradas por profesores, estudiantes y 
graduados. Se dedican al estudio, la investigación, la educación y la 
difusión del saber y la cultura, y a su extensión y proyección sociales. 
Tienen autonomía académíca, económíca, normatíva y admínístratíva 
dentro de la ley (énfasis nuestro). 

Más adelante, en el artículo 4º, se desagrega en alguna medida el 
·contenido de la autonomía universitaria aunque sin entrar a precisiones: 

Artículo 4º. - La autonomía inherente a las Universidades se ejerce 
de conformidad con la Constitución y las leyes de la República e im­
plica los derechos siguientes: 

a) Aprobar su propio Estatuto y gobernarse de acuerdo con él; 

b) Organizar su sistema académico, económico y administrativo; 

c) Administrar sus bienes y rentas, elaborar su presupuesto y 
aplicar sus fondos con la responsabilidad que impone la ley. 

Sin distorsionar los principios y preceptos implícitos en las normas 
transcritas, creemos que una formulación mucho más adecuada por explí­
cita de la autonomía universitaria en sus distintas facetas es la que aparece 
recogida en el artículo 2º de uno de los anteproyectos elaborados por las 
universidades. Reza así: 

Artículo 2º. - La universidad tiene autonomía para el cumplimiento 
de su misión, fines y objetivos y la ejerce dentro de la Constitución y 
las leyes. Comprende los siguientes regímenes: 

La universidad es la comunidad de profesores, alumnos y graduados. Participan 
en ellos los representantes de los promotores, de acuerdo a ley. _ 

Cada universidad es autónoma en su régimen normativo, de gobierno, académico, 
administrativo y económico. Las universidades se rigen por sus propios estatutos en el 
marco de la Constitución y de las leyes. 
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a. Normativo, para aprobar su estatuto y las demás normas reglamen­
tarías que la rigen. 

b. De gobierno, para estructurar, organizar y conducir la institución 
universitaria. 

c. Académico, p9ra crear, modificar o suprimir facultades y carreras, 
prevía autorización de ser el caso; aprobar los currículos y los pro­
gramas de investigación; determinar el modo de acceder a los estu­
dios superiores, así como los requisitos o exigencias en los estudios 
y las aptitudes que deben ser adquiridas para optar los grados aca­
démicos y los títulos profesionales; definir las calificaciones o méri­
tos que debe poseer quien pretenda iniciarse o progresar en la 
carrera docenté. 

d. Administrativo, para adoptar los sistemas de gestión que considere 
adecuados; nombrar y remover al personal de la universidad, den­
tro del régimen laboral que se defina previamente; disponer los 
órganos de producción y servicios necesarios para el cumplimiento 
de sus fines. 

e. Económico, para administrar y disponer de su patrimonio; determi­
nar las formas de generar y aplicar los recursos que financien su 
funcionamiento, sin perjuicio del derecho que asiste al Estado o a 
las entidades financieras privadas de evaluar el cumplimiento de las 
metas propuestas36

. 

Dejando de lado una crítica fundamental pero ajena al Derecho, con­
cerniente a lo insubsistente que resulta la autonomía universitaria en su 
conjunto cuando se recorta a la universidad los recursos financieros, de­
bemos destacar que la libertad fundamental, la académica, ha sido respe­
tada ampliamente a partir de la ley de 1983 sí la pensamos como ejercicio 
de la libertad de cátedra, como libertad para ftjar los currículos y los cri­
terios de selección de profesores y estudiantes. Omitiendo casos excepcio­
nales en los que la política partidaria desplegaba las banderas de la into­
lerancia en las aulas, el poder político ha respetado escrupulosamente esta 
perspectiva de la autonomía académica en las décadas últimas; y así tam­
bién la normativa y la administrativa en el marco de la ley. 

36 Anteproyecto de Ley de Bases de las Universidades. Llma: texto mecanografiado, 
1994. 
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El problema, sin embargo, al decir de los críticos, reside precisamente 
en el marco legal; "nuestra tradición de legislación universitaria ha consis­
tido en ftjar un modelo de Universidad y afirmar que dentro de ese modelo . 
las universidades gozan de autonomía ... "; en este sentido, es la parte 
organizativa la problemática: "Es muy difícil concebir la autonomía peda­
gógica sí la organización académica está dada por la ley, o en qué puede 
consistir la autonomía administrativa sí la organización y gobierno de la 
Universidad está dada por la ley"37 • Y en tanto ley, el modelo no deja 
alternativa para el desenvolvimiento productivo de las particularidades de 
cada institución ni repara en su trayectoria o en su conformación especial; 
todas las universidades deben adecuarse a un patrón único nacional, 
burocrático y moroso38

. En suma, se trataría la presente de una ley 
reglamentarista en exceso, en especial para la pública, y habría que corre­
gir eso en la próxima, procurando la desregulación de las funciones socia­
les para dar paso a la creatividad y responsabilidad personal y colectiva: 
"Una ley de principios antes que una reglamentarísta" es lo que se preten­
de para lo venídero39 . 

Del recuento de pareceres anotados y de su confrontación con las 
nociones prevías sobre la autonomía, puede apreciarse que la presente ley 
es un buen escudo contra la ínterf erencia arbitraría del Estado pese a lo 
que pudiera pensarse. No estamos ya ante los conceptos, categorías o 
ideologías que signaban el caminar de la universidad y que merecieran el 

. rechazo de los universitarios: 

no acepto que la universidad tenga como fin la estabilidad política del 
Estado en la concepción napoleónica, o la construcción de una socie­
dad socialista, capitalista o comunista ... 40 . 

Lo que sí parece evidente es que el espacio de autonomía es estrecho 
y por eso, instadas por una nueva constitución que reclama ser reglamen-

37 MAC GREGOR S.]., Felipe, op. cit., p ~ 36. 

38 PFASE G.Y., Franklin, Estado y universidad en el Perú: Una reflexión. Lima: texto 
mecanografiado, s.f., pp. 8 y 9. 

39 Cfr.: SOTA NADAL, Javier, Testimonio: Universidad campus de batalla. Lima: Didi de 
Arteta, 1993, p. 115-118. 

40 Las expresiones pertenecen al P. Felipe Mac Gregor, SJ. y aparecen citadas en 
PFASE G.Y., Franklin, op. cit., p. 8. 
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tada en lo que atañe al tema universitario, las nuevas propuestas legisla­
tivas acuñadas bajo la orientación de la Asamblea Nacional de Rectores 
apuntan a una ley de bases antes que a una reglamentarísta. 

Una cuestión, sin embargo, que parece intocada no obstante los ries­
gos que comporta para la propia autonomía concierne a la función pública 
que cumple la universidad. De los autores reseñados en este trabajo, en 
particular de los peruanos, fluye sin ápice de duda que la labor universi­
taria tiene un decidido carácter público, por razones varías: 

Es claro que la autonomía de la Universidad no puede ser absoluta: 
la institución universitaria ejerce una función y un servicio público y 
como tal debe hacerse conforme a la ley. La Universidad emplea dine­
ros del Estado en el ejercicio de su función y no es posible aceptar que 
ese empleo no esté sujeto, por lo menos, a las mismas condiciones 
que los presupuestos de los Poderes del Estado. La Universidad ha 
recibido del Estado la facultad delegada de autorizar el ejercicio profe­
sional y es impensable que quien delega no pueda supervisar el uso 
que se hace de la facultad que ha delegado41 . 

En este mismo sentido se pronuncia Rogelio Llerena, quien dedica un 
capítulo a este tópico. Parafraseando una definición de servicio público que 
acoge de la doctrina admínístrativísta, Llerena postula que "la función de 
la Universidad es una actividad destinada a satisfacer una necesidad públi­
ca de orden cultural, en forma continua y obligatoria, según un régimen 
jurídico especial y a cargo de personas públicas o privadas "42 . 

Ahora bien, aunque el carácter público del servicio o de la función que 
cumple la universidad podría configurar una limitación importante para la 
universidad; sin embargo, el marco legal vigente no apunta ni habilita a los 
poderes del Estado a entrometerse en los asuntos universitarios no obs­
tante la importancia de este servicio público. Lo que parece interesar al 
legislador es que la universidad realice su fin, aquél de la libre realización 
académica que mencionáramos al definir la autonomía universitaria. En tal 
sentido, la autonomía universitaria no es sinónimo de extraterritorialidad 
fisica ni legal; no implica un desentendimiento con la sociedad a la que se 
debe, sino que es un reconocimiento dado por el poder político a una 

41 MAC GREGOR, S.]., Felipe, op. cit., p. 36. 

42 LLERENA, Rogelio, op. cit., p. 129. 
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atribución requerida por la universidad, debido a la naturaleza de la labor 
que realiza. 

· La autonomía universitaria es ese espacio de libertad que el Estado 
confiere a las universidades, mediante sanción constitucional o legal, para 
que éstas determinen por sí mismas sus actividades en ámbitos de auto­
nomía académica, administrativa, normativa y económica, con sujeción a 
sus fines y a la naturaleza de su ser en la actualidad. Estos ámbitos de 
libertad tienen límites previstos en las normas generales del Estado. De la 
manera como quede configurada y delimitada la autonomía universitaria, 
dependerá la gama de relaciones de todo orden -incluyendo las políticas­
que mantendrá la universidad con la sociedad y con el Estado. 

Así, pues, establecido el concepto de autonomía universitaria y pre­
sentado el marco constitucional y legal que rige a las universidades, deja­
mos expuesto el tema de nuestra ponencia. Con lo primero hemos pro­
curado un lugar de libertad; con lo segundo, los límites de esa libertad. El 
Derecho no sólo obliga o prohíbe; también habilita y permite. Una de las 
manifestaciones subjetivas del espacio es la sensación de amplitud. Lo que 
hemos querido mostrar con la autonomía universitaria es cuán comple­
jamente el Derecho puede proporcionar o restringir esa sensación muy 
humana de amplitud que se hace patente en un espacio físico -nuestro 
campus-, pero también en muchas otras manifestaciones más importan­
tes como este coloquio donde gozamos de un espacio para ejercer el 
derecho a compartir nuestras ideas en libertad. 
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